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 TOCA 69/2023-1
EXP. 879/2021-2

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-1.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/2.

	ACTOR: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: SECRETARIO GENERAL (RECURRENTE) Y DIRECCIÓN DE SERVICIOS MUNICIPALES, DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, diecisiete de abril de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el veintidós de septiembre de dos mil veintitrés por **********en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí; en contra de la resolución de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal **********/2021/2; turnado a ésta Sala Superior el veintiocho siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente reclamación.

SEGUNDO.- Se declara la Ilegalidad e Invalidez de la resolución impugnada, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente resolución. 

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el veintidós de septiembre de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintiocho siguiente; atendiendo a que por auto de veintiséis del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2021/2.

III.- Por acuerdo de tres de octubre de dos mil veintitrés
, se radicó la apelación bajo el consecutivo **********/2023/SS, y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de mérito a la parte actora **********así como a la diversa autoridad demandada, Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniere.

IV.- En proveído de veinte de octubre de dos mil veintitrés
, se certificó que la parte actora **********y la diversa autoridad demandada, Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí no desahogaron la vista en el término otorgado en el auto de admisión; y, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la autoridad demandada, **********en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, personalidad que acreditó con la copia certificada de su nombramiento
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada al recurrente el cinco de septiembre de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el ocho siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del once de septiembre al dos de octubre de dos mil veintitrés; siendo que en ese lapso no deben contarse los días dieciséis, diecisiete, veintitrés, veinticuatro y treinta de septiembre, y uno de octubre, (sábados y domingos) todos de dos mil veintitrés, por haber sido inhábiles, conforme al artículo 15  del ordenamiento legal en cita y el Calendario Oficial de Labores del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí para el año dos mil veintitrés, así como el quince de septiembre del citado año, por haberse declarado la suspensión de labores con motivo del 213 Aniversario de la Independencia de México; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el veintidós de septiembre del año pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, autoridad demandada, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de Origen, se advierte que en sentencia de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés,
 la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, determinó la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********, para el efecto de que se emita una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual se considere que no se ofreció prueba alguna en la que se haya demostrado que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada con motivo del reclamo a la Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por el supuesto daño patrimonial ocasionado a **********.

Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción IV, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Así como los numerales 2° y 3° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de treinta de noviembre de dos mil veintiuno
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********por el cual demandó del Secretario General del Ayuntamiento y Dirección de Servicios Municipales, ambos del Ayuntamiento de San Luis Potosí, el acto que hizo consistir en la resolución de cuatro de octubre de dos mil veintiuno dictada en el procedimiento de responsabilidad patrimonial **********.

Asimismo, toda vez que la parte actora fue omisa en exhibir la resolución impugnada, se le requirió para que dentro del término de cinco días, exhibiera dicho documento, apercibida que de no dar cumplimiento se le desecharía su demanda.

II. En acuerdo de treinta y uno de enero de dos mil veintidós,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a **********, dando contestación al requerimiento hecho el treinta de noviembre de dos mil veintiuno al exhibir la resolución impugnada de cuatro de octubre de dos mil veintiuno; por lo que, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.

III. En proveído de cinco de agosto de dos mil veintidós
, la A quo tuvo por precluído el derecho para contestar la demanda a la Dirección de Servicios Municipales del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al no hacerlo en el término concedido; y por otra parte, recibió escrito firmado por **********, en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual dio contestación a la demanda; asimismo, admitió pruebas de las partes y fijo fecha y hora para la audiencia de ley.
IV. El diecisiete de abril de dos mil veintitrés
, una vez transcurrida la secuela procesal del juicio, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2021-2.

V. Mediante sentencia de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, la Segunda Sala Unitaria, determinó la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********, para el efecto de que se emitiera una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual considerara que no se ofreció prueba alguna en la que se haya demostrado que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO.- Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaz para revocar o modificar el fallo impugnado.

Como ya se dijo en la sentencia de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, dictada por la Segunda Sala Unitaria en los autos del expediente **********/2021-2, declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********, al determinar:
Que la tercera parte del segundo concepto de impugnación hecho valer por el actor en el escrito de demanda, resultaba fundado, donde medularmente manifestó que la relación causa-efecto entre la acción administrativa y la lesión patrimonial se encontraba plenamente acreditada, la cual consistía en una omisión a cumplir con lo que le obliga el artículo 8 del Reglamento de Alumbrado Público, el cual dispone que corresponde al Director de Alumbrado Público por sí o por medio del personal a su cargo proporcionar el mantenimiento del alumbrado público, consistente en cambios de lámparas, focos, pintura de postes, cables, cambio de postes de alumbrado en calles, camellones o banquetas y demás que fueren necesarios; lo cual, también fue hecho valer por el accionante en el punto doce de su escrito de reclamación.
Asimismo, la A quo señaló que la diversa autoridad demandada Secretaría General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de emitir el acto impugnado, al respecto manifestó, que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
En ese orden la Resolutora, precisó que acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, se establecen dos reglas sobre la carga de la prueba, el actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. 
Que entonces, la negativa del acto impugnado por parte de la autoridad demandada, se sustentaba en la afirmación de que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre; por lo que, le correspondía la carga de la prueba; sin que haya aportado ninguna probanza que acreditara lo dicho.
Establecido lo anterior, la Segunda Sala Unitaria concluyó que el concepto de impugnación en estudio resultaba fundado; y por ende, declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del expediente **********.

Y, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron afectados, ordenó a la autoridad demandada Secretaría General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que emitiera una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual considerara que no ofreció prueba alguna en la que haya demostrado que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
Contra lo anteriormente decidido por la Resolutora de origen, la parte impugnante vertió los siguientes agravios:

1. En su primer disenso refiere que la sentencia de origen no es congruente con los principios que conforman la litis, ya que violenta lo estipulado por los artículos 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí en concordancia con el 81 del código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria conforme al 217 del Código de la Materia.

Que además, la Resolutora violentó los numerales 2, 4, 5, 20, 22, 26, 27, 28 y 30 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como los artículos 72, 74, 90, 91, 97, 174, 175 y 176 del Código Procesal Administrativo, al no llevar un exhaustivo análisis de la demanda y contestación vertida por esa autoridad, para cumplir cabalmente con la completitud exigida por la Constitución; y, en apoyo a lo anterior, el recurrente cito la tesis aislada de rubro: “EXHAUSTIVIDAD. SU EXIGENCIA IMPLICA LA MAYOR CALIDAD POSIBLE DE LAS SENTENCIAS, PARA CUMPLIR CON LA PLENITUD EXIGIDA POR EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL.”
También refiere, que el actor no probó el nexo causal en el desahogo del procedimiento de responsabilidad patrimonial, y que no expresó ningún agravio al respecto; por ende, los conceptos de impugnación de la parte actora resultaban inoperantes e inatendibles, toda vez que, no hubo actividad administrativa irregular, que la resolución impugnada se encuentra fundada y motivada conforme a las pruebas ofrecidas por el reclamante y lo emitido por la autoridad señalada como responsable, por tanto, no existe ilegalidad en el acto.
2. En su segundo agravio se duele de que la Segunda Sala Unitaria, determinara emitir otro acto fundado y motivado, pues de la narración de los hechos, los cuales no afirma ni niega por no ser propios de esa autoridad, señala que se advierte que el actor se condujo con falsedad, ya que no guardó su distancia para evitar ser impactado y detener el vehículo, existiendo falta de pericia, además de no existir certeza real de la velocidad con la que conducía; por lo que dice, fueron actos propios del reclamante los que originaron los daños materiales y lesiones físicas que presume haber tenido por el accidente y no de una actividad administrativa irregular al aseverar que el poste metálico originó que perdiera el control del vehículo.
Por lo tanto refiere, que el actor tuvo dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial el derecho y tiempo legal para ofrecer las pruebas adecuadas para demostrar lo anterior ya que es a quien le correspondía la carga de la prueba, acorde a lo dispuesto por el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios.

3. En su tercer agravio estima que le irroga prejuicio que la Sala A quo no analizara que en lo relativo a las lesiones que sufrió el actor, en el informe policial homologado **********, se reporta a ********** solo con atención del paramédico de la Cruz Roja Mexicana de nombre **********refiriendo no requerir traslado de urgencia y aun así, le recibieron las pruebas de gastos médicos y medicamentos, pero señala que, con eso no demostró la relación de causalidad del daño y la actividad administrativa irregular e insiste que el informe policial se contrapone a lo manifestado por el reclamante; además de no ser combatido, ni se ofreció prueba donde constara lo contrario.

4. Finalmente, el apelante en su cuarto agravio insiste en que la Sala de Origen omitió analizar los hechos señalados por el actor; toda vez que afirma, se condujo con falsedad para hacer creer a la A quo, la omisión de atención y distorsionó los hechos, pues si hubo auxilio de parte de la autoridad, de lo contrario no contaría con datos precisos del reclamante 
Refiere además, que existen pruebas suficientes para demostrar que no hay afectación al actor ni daño a sus bienes, por ende, no es posible que se demuestre el nexo causal, sino que el reclamante conducía a una velocidad no autorizada en la zona que lo obligo a impactarse, ante la falta de pericia, por lo que insiste, la resolución impugnada cumplió con las formalidades de fundamentación y motivación: y, en apoyo a lo anterior, el recurrente cito la jurisprudencia de rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.” 
Que el actor no cumplió con la carga de la prueba ya que no acreditó su acción, ni el nexo causal de la actividad irregular administrativa con el daño causado, ya que no fue la persona afectada por la caída del poste ni el propietario del bien mueble con el que se impactó dicho objeto; por lo que, en caso de haberse considerado el reclamo como de fuerza mayor o evento fortuito, se determinaría en su totalidad exceptuando de la obligación de indemnizar, como lo establece el artículo 6° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
Asimismo señala, que no se desvirtúa que hayan sucedido los hechos en que participó el actor, pero que no acontecieron de esa manera, lo cual afirma se acreditó con las constancias de las autoridades involucradas que obran el procedimiento de responsabilidad patrimonial **********, el cual agregó a su contestación de demanda; por lo que insiste, que el reclamante no acreditó su interés jurídico al no ser afectado por una actividad irregular, sino por un accidente víal, en el que participó por su falta de pericia.
Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son inoperantes, mismos que se analizan de manera conjunta
, en atención a la estrecha relación que guardan entre sí; en razón de las siguientes consideraciones.
Respecto a la falta de congruencia y exhaustividad alegada, cabe precisar que dichos principios se encuentran comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.

Por lo que se determina, que el agravio es inoperante, pues si bien, en la sentencia reclamada no se satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud, de que la Sala de Origen omitió pronunciarse respecto de los argumentos vertidos por la autoridad en su contestación de demanda.

Empero, esta Alzada determina que no obstante es cierta tal circunstancia, la misma deviene inoperante, puesto que aun cuando la Segunda Sala Unitaria omitió pronunciarse al respecto, tal cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable a los intereses del recurrente; se dice lo anterior, ya que en el oficio de contestación de demanda
, la autoridad señaló lo siguiente:
“…

VI.
Referencia a los hechos aducidos por el actor.

A continuación, me refiero por ordinal correspondiente y en el orden que el actor menciona, a cada uno de los hechos en su escrito inicial de demanda:
PRIMERO.- De la narración de los hechos parcialmente no se afirma ni se niega por no ser hechos propios de esta autoridad municipal; sin embargo, cabe señalar que ya que expresa el actor que el 06 de febrero del año 2020 venía de trabajar cumpliendo una jornada de trabajo el miércoles 05 que dice terminó a las 24 horas y transitando en su vehículo marca ********** 2003, 2 puertas color plata con placas de **********, tomando como ruta el nuevo brazo del distribuidor Juárez en dirección a la Avenida Salvador Nava Martínez con dirección hacia el Parque Tangamanga 1, siendo que su domicilio en la calle **********, cuando aproximadamente al llegar a la altura del Deportivo 2000, aproximadamente a las 00:30 horas del día de referencia y al venir sobre el carril izquierdo pegado a la contención que divide la avenida) subiendo al puente que atraviesa la calle 5 de mayo, aproximadamente una velocidad de entre 75 a 80 km/hr., se percato que el carro que iba delante de él realiza una maniobra cuando éste se encontraba en la parte superior del puente dirigiéndose abruptamente al carril de baja velocidad; y dice que esto fue debido a que un poste del alumbrado público que se ubicaba en el camellón central, se estaba cayendo en dirección a los carriles por donde circulaban ambos vehículos y que logró así esquivarlo el vehículo delante de él, y que intentó hacer la misma maniobra pero al momento de realizar es cuando ya el poste termina de caer y cubre los tres carriles y el poste estaba totalmente frente a mi automóvil siendo imposible esquivarlo y sin tiempo de tener una reacción que pudiera dejarlo fuera de riesgo; a lo que deduce que se conduce ante esta autoridad con falsedad ya que él en sus hechos y en el informe policial oficial homologado con número ********** efectivamente indica participación de dos vehículos, el de él y al que le cayó el poste fue al vehículo marca **********, tipo seda, modelo 2012, color blanco, serie **********, placas ********** quien lo conducía ********** y que en calidad de entrevistado y participante en el hecho, hace constar que: "observó que caía el poste metálico por Los fuertes vientos golpeando su vehículo en la parte frontal y lateral delantera izquierda" informe policial que obra dentro del Procedimiento de Responsabilidad Patrimonial en fojas 67-59; y que por ello el C. **********, no pudo evitar el impacto y provocó la volcadura del vehículo que conducía, que implica fehacientemente que no guardó su distancia para evitar ser impactado y detener el vehículo o disminuir la velocidad, existiendo falta de pericia para efectuar cambios en su velocidad que le permitiera maniobrar de manera adecuada; además de que no hay certeza real de la velocidad con la que conducía ya que en el escrito de reclamación presentado ante la autoridad que represento (foja 29 del expediente PDP/003/2022) dice haber ido a una velocidad de 75 km/hr., y ante este H. Tribunal refiere una velocidad aproximada de entre 75 a 80 km/hr.; por lo que hace puntualizar que conducía a una velocidad no autorizada en la zona o excedida de los 80 kilómetros por hora que lo obligó impactar se ya que a tal razón ya no tenía control del vehículo, además de discurrir que por la hora en que conducía, el cansancio de la jornada de trabajo, falta de pericia y reiterando la velocidad inmoderada que propicio se volcara y sin prevenir el cambio climático que se presentaba en el momento de los hechos, lo que acentúa que fueron actos propios que originaron los daños materiales y lesiones físicas que presume haber tenido por el accidente y no de una actividad administrativa irregular de la autoridad municipal al aseverar que el poste metálico originó que perdiera el control ; teniendo entonces en el procedimiento de responsabilidad patrimonial el derecho y tiempo legal para ofrecer las pruebas adecuadas para demostrarlo ya que es quien tiene la carga de la prueba, según se dispone en el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y de tener acceso al mismo ya que puso a la vista para que ofreciera alegatos según acuerdo de fecha 21 de mayo del año 2021 y notificado el 03 de junio del mimos año (fojas 77 y 89 del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********) y que hizo valer según su derecho presentando su escrito el 08 de junio de 2021 (fojas 90-92 del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********).

SEGUNDO.- En cuanto a las lesiones que dice sufrió el actor por golpes en el cuello, cabeza y espalda y como resultado una herida en la oreja derecha la cual quedó partida a la mitad ocasionándole un sangrado abundante, y que el paramédico que le brindó atención le dijo necesitaba ir a una clínica que requería atención rápida por el sangrado de la lesión en la oreja y la cirugía reconstructiva; sin embargo en el informe policial homologado con número **********, se reporta a ********** sólo con atención de paramédico de la Cruz Roja Mexicana de nombre **********, refiriendo no requerir traslado de urgencias esto en la narrativa de los hechos de dicho informe; aun así se le recibieron las pruebas de los gastos médicos y medicamentos que gastó, pero se insiste que con éstas no demostró la relación de causalidad del daño y la actividad administrativa irregular y más aun existiendo el informe policial que dice lo contrario a su manifestación en los hechos y que éste no fue combatido por el actor ni ofreciendo prueba alguna donde se constara lo contrario, siendo el indicado para probar su dicho. 
TERCERO.- El actor asevera en los hechos que al lugar arribó una unidad de policía municipal pero el oficial a cargo no le preguntó dato alguno, ni le brindó auxilio por el contrario solamente le mencionó que el accidente era derivado de una situación fortuito y que no había algo más que hacer; sin embargo en el multicitado informe policial homologado con número **********, el oficial comisionado indica que: “..encontró al C. ********** de 22 años de edad con domicilio en ********** y siendo atendido por el paramédico ********** a cargo de la Unidad 199 de la Cruz Roja Mexicana, refiriendo no requerir traslado de urgencia..”, datos que sólo él pudo manifestar el ahora actor al ser partícipe del accidente de tránsito. Al igual se muestra que el oficial informante asienta haber “solicitado una grúa de pensión Bear para la reubicación del vehículo pointer, arribando al lugar a las 01:40 hrs., dándoles una explicación del procedimiento a seguir, posteriormente se trasladó a la Comandancia Regional Poniente para la elaboración de conocimiento de hechos no. 162/2020, rindiendo dichos informes a las 05:00 hrs...,"; por lo que es evidente que se conduce con falsedad para hace creer a esta autoridad la omisión de atención y distorsionando los hechos y que si hubo auxilio de la contrario no hubiera datos precisos de su nombre, edad y domicilio, solicitud de grúa para el arrastre y resguardar 10 en dicha pensión; así como para el conocimiento de hechos número ********** remitido a la Agencia del Ministerio Pública del Fuero Común de la Unidad de Atención inmediata.
También enfatizando que ante el agente policial proporcionó datos falsos de su domicilio, ya que en los hechos de su escrito de demanda de nulidad manifiesta tener su domicilio en calle ********** que era el lugar donde se dirigía y en el reporte policial dijo tener su domicilio en **********, de esta ciudad; lo que traduce el no tener certeza de que exponga la verdad de los hechos y solo a conveniencia exprese lapsos de tiempo para reconocer que sus actos propiciaron los daños y no por acción u omisión de una actividad administrativa irregular atribuible a una autoridad.
CUARTO.- Únicamente se afirma y confirma sobre :a presentación de 13 reclamación ante la Secretaría General el día 03 de febrero del año 2021 por el C. ********** y que mediante acuerdo de radicación diera inicio el 08 de febrero del año 2021 el procedimiento de responsabilidad patrimonial baja el número **********, desahogando cada una de las etapas contempladas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial! del Estado y Municipios de San Luis Potosí hasta llegar a la resolución notificada con fecha 08 de octubre del año 2021, declarándose la improcedencia del pago de indemnización, ya por lo analizado y señalado en el cuerpo de la resolución impugnada.

VII. Argumentos que demuestran la ineficacia de los agravios.

1.-Acto de autoridad se emite faltando a los requisitos constitucionales y legales de seguridad jurídica y legalidad debido a la falta de personalidad de quien emite respuesta a la reclamación planteada, es causa suficiente para su nulidad.

En este punto me es necesario desvirtuar la cuestión de la falta de personalidad de quien emite respuesta a la reclamación planteada en lo que a mi corresponde como titular de la Secretaria General, desde que se admite la reclamación según acuerdo de fecha 08 de febrero del año 202:1, se hizo de conocimiento a la ahora parte actora en razón de la competencia en la cual se llevan a cabo las reclamaciones de daños patrimoniales, teniendo en todo caso de inicio la competencia legal fortalecida en el acuerdo delegatorio del día 02 de octubre del año 2038 y que a la letra dice:
““Visto el contenido de las constancias que integran la petición de la reclamante se aprecia que la misma cumple con el numeral 22 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí. Por tanto, y toda vez que según el acuerdo administrativo delegatorio dictado por el MTRO. **********, Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y publicado en la Gaceta Municipal el día 2 de octubre del año 2018; es competencia de esta Secretaría conocer de las reclamaciones que por concepto de indemnización por daños patrimoniales se realicen a la Autoridad Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por tanto se admite la reclamación planteada y se ordena registro en el libro de Gobierno el PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL, bajo el número ********** y en consecuencia se le tiene al promovente por ofreciendo tus pruebas documentales anexas, los cuáles serán considerados en su momento procesal oportuno ...””
Sin embargo, desatinadamente se tradujo el numeral “Artículo 119.- El Secretario tendrá las siguientes facultades y obligaciones, sin perjuicio de las que le señala la Ley Orgánica. ...XI.- Cumplir y hacer cumplir las órdenes y circulares del Presidente Municipal que no estén encomendada a otras dependencias....XXIII.- Las demás que le atribuyan expresamente las leyes, reglamentos y aquellas que le encomiende€ directamente el Presidente Municipal. ” Del Reglamento Interno del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, anterior al que se publicó el pasado 06 de julio del año 2021 en el Periódico Oficial “Plan de San Luis Potosí". Sin embargo, se considera que no pierde la esencia en que debe resolver la autoridad autorizada y a quien le fue delegada para atender los procedimientos de responsabilidad patrimonial, evitando transgredir su esfera jurídica sin haber resuelto corno es obligado y señalado en la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipio de San Luis Potosí en sus numerales 23, 28 y demás relativos, así corno en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí :179 fracción X, :190, 191 facción 1, 193 y demás relativos, existiendo además el acuerdo delegatorio dictado por el MTRO. **********, presidente Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí y publicado en la Gaceta Municipal el día 4 de octubre del año 2021; es competencia de esta Secretaría conocer de las reclamaciones que por concepto de indemnización por daños patrimoniales se realicen a la Autoridad Municipal de H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; en el cual se comprueba la continuidad de la competencia para esta Autoridad de conocer de los mismos y emitir y firmar las resoluciones correspondientes.
Aun así cuando este Tribunal determine un nuevo acto en relación a señalar con exactitud la fundamentación de la competencia no cambian el sentido de improcedencia de la indemnización toda vez que el actor no probó el nexo causal en el desahogo del procedimiento de responsabilidad patrimonial 1; por lo que resulta necesario puntualizar que la parte actora no establece ningún agravio al respecto, por ende los conceptos de impugnación que pudieran ser propuestos por la parte actora resultarían inoperantes e inatendibles toda vez que se desprende que no hubo justificación de la existencia de una actividad irregular administrativa mucho menos de un agravio directo causado por esta entidad municipal, ya que la resolución impugnada se encuentra fundada y motivada conforme a las pruebas ofrecidas par el reclamante y la emitido por la autoridad señalada como responsable en el procedimiento de responsabilidad patrimonial por lo tanto, no existe ilegalidad en el acto, en consecuencia, es evidente la inexistencia de una responsabilidad atribuible a la entidad municipal reiterando que debiendo tener la carga de la prueba no aparto las suficientes para acreditar el nexo causal entre la actividad irregular administrativa y el daño causado, ello en virtud de que los extremos antes eludidos se encuentran dentro de una posibilidad legal y material para el afectado, ya que no hay elementos que hagan manifiesta una actividad administrativa irregular o anormal, mucho menos dolo, culpa o negligencia en la actividad pública que pudo realizar la autoridad responsable en caso de haber estado realizando actividades en donde se suscitaron los hechos, de acuerdo a lo expuesto por parte de la Dirección de Servicios Municipales.
En ese sentido se puede concluir que la existencia del daño no implica que haya derivado de una actividad irregular, no encontrando así conexión o nexo causal entre el hecho, el acto y el daño ya que como premisa debe existir la lesión patrimonial derivada de una actividad administrativa irregular fuera de los parámetros establecidos por la ley o los reglamentos, consecuencia de un funcionamiento o actuar defectuoso en el servicio público. Por ende, la resolución impugnada fue considerada atendiendo et extremo de irregularidad en el actuar público y por consecuencia de causalidad, no fue acreditada en el procedimiento de responsabilidad patrimonial y mucho menos que pueda existir la indemnización por el daño que reclama el actor; que fueran actos propios del actor que originaron los daños materiales y lesiones físicas que presume haber tenido por el accidente y no de una actividad administrativa irregular de la autoridad municipal por el poste metálico que dice fue el motivo por el cual perdió el control; teniendo entonces en el procedimiento de responsabilidad patrimonial el derecho y tiempo legal para ofrecer tas pruebas adecuadas para demostrarlo ya que es quien tiene la carga de la prueba, según se dispone en el artículo 27 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y de tener acceso al mismo ya que, puso a la vista para que ofreciera alegatos según acuerdo de fecha 21 de mayo del año 2021 y notificado el 03 de junio del mismo año (fojas 77 y 89 del procedimiento de responsabilidad patrimonial PDP/003/2022) y que hizo valer según su derecho presentando su escrito el 08 de junio del 2021 (fojas 90-92 del procedimiento de responsabilidad patrimonial PDP/003/2021); que significa que no guardó su distancia para evitar ser impactado y detener el vehículo o disminuir la velocidad, existiendo falta de pericia para efectuar cambios en su velocidad que le permitiera maniobrar de manera adecuada y la evidencia de la velocidad inmoderada con la que conducía ya que en el escrito de reclamación presentado ante la autoridad que represento (foja 29 del expediente PDP/003/2021) dice haber ido a una velocidad de 75 km/hr., y ante este H. Tribunal refiere una velocidad aproximada de entre 75 a 80 km/hr.; lo que presume sin tener pruebas suficiente de ello y que no define por considerar que de acuerdo a lo narrado en los hechos que el 06 de febrero del año 2020 venía de trabajar cumpliendo una jornada de trabajo el miércoles 05 que dice término a las 24 horas y se percató que el carro que iba delante de él realiza una maniobra cuando éste se encontraba en la parte superior del puente dirigiéndose abruptamente al carril de baja velocidad; y dice que esto fue debido a que un poste del alumbrado público que se ubicaba en el camellón central, se estaba cayendo en dirección a los carriles por donde circulaban ambos vehículos y que logró así esquivarlo el vehículo delante de él, y que intentó hacer la misma maniobra pero que al momento de realizarla es cuando ya el poste termina de caer y cubre los tres carriles y el poste estaba totalmente frente a mi automóvil siendo imposible esquivarlo y sin tiempo de tener una reacción que pudiera dejarlo fuera de riesgo, pero rotundamente es evidente que no guardó su distancia para evitar ser impactado y detener el vehículo o disminuir la velocidad, existiendo falta de pericia para efectuar cambios en su velocidad que le permitiera maniobrar de manera adecuada para evitar estar en riesgo así como ocasionar se volteara el vehículo que conducía por lo que hace visible y lógico que conducía a una velocidad excedida de los 80 kilómetros por hora que lo obligó impactarse ya que por tal razón ya no tenía control del vehículo, además de discurrir que por la hora en que conducía, el cansancio de la jornada de trabajo, falta de pericia y reiterando la velocidad inmoderada que propicio se volcara y sin prevenir el cambio climático que se presentaba el día del acontecimiento que diera motivo al accidente de tránsito.
Además cabe resaltar que no se trata de rellenar su demanda de nulidad con artículos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial Vigente en el Estado y del propio Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; sino probar su acción y atender lo dispuesto por estos ordenamientos en su favor desvirtuando lo que esta autoridad que represento haya efectuado ya que la ley de la materia da en su artículo 22 los requisitos para que pueda presentar su solicitud de reclamación y las etapas para el desahogo del procedimiento ha lugar en su artículo 23 y siendo muy claro en su artículo 27 que el reclamante es quien deberá probar la responsabilidad patrimonial cosa que no efectúo ya no que no demuestra la relación de causalidad.
En cuanto al considerando quinto, dice ser violentado el acto en cuanto a la seguridad jurídica y el debido proceso del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 233, 234 y 235 no son aplicables para el Procedimiento de Responsabilidad Patrimonial ni de manera supletoria ya que son numerales concretamente para el JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO como claramente se especifica en los mismos y propiamente en el artículo 235 de dicho código procesal, es preciso en decir que el MAGISTRADO es quien actuará en cuanto al apercibimiento en tiempo y forma, en cuanto a la obscuridad o imprecisión de la demanda y de las pruebas o documentos anexados no el suscrito como autoridad administrativa municipal dentro del procedimiento que es la vía inicial para luego impugnarse ante este Tribunal de lo Contencioso Administrativo.
Se produce además en su relato de los hechos, argumenta no ser atendido cuando consta en autos del Procedimiento de Responsabilidad Patrimonial ********** un informe policial oficial homologado con número **********donde indica participación de dos vehículos y hasta un entrevistado y atendidos por paramédicos y personal de la Dirección de Protección civil como se demuestra en el expediente en fojas 67-59; y ahí no se reporta a ********** sólo atención de paramédico de la Cruz Roja Mexicana de nombre **********, refiriendo no requerir traslado de urgencia, según foja 63 (sección 5 del informe policial narrativa de los hechos). Además haciendo hincapié que el vehículo donde supuestamente transitaba el C. **********, es decir el ********** circulaba atrás de un vehículo marca **********, conducido por el C. **********, persona que consta en el informe en cita, fue quien observó que caía el poste metálico por los fuertes vientos golpeando su vehículo en la parte frontal y lateral delantera izquierda y el del ahora actor no pudo evitar el impacto y provocó la volcadura del vehículo que conducía; por lo que, se demuestra que a quien le provocó el daño fue al vehículo marca **********, que conducía ********** y no el ahora actor, ya que puede considerarse que fue accidente de tránsito por culpa al no poder detenerse y evitar el impacto teniendo precauciones adecuadas; informe que fue complementado con el conocimiento de hechos ********** de fecha 06 de febrero del año 2021. Por lo que se denota claramente que no probó la carga de la prueba ya que no acredita su acción ni mucho menos el nexo causal de la actividad irregular administrativa con el daño causada; ya que no fue la persona afectada por la caída de poste metálica, ni el propietario del bien mueble con el cual se impactó dicho objeto.
Así mismo, en caso de haber reclamado es caso de fuerza mayor, se determinan en su totalidad ser exceptuado de la obligación de indemnizar, como lo establece el artículo 69 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
II.- En cuanto a la omisión de considerar exhaustividad de la resolución por la valoración de pruebas y alegatos.

Se demuestra en la resolución combatida que fueron analizadas y valoradas las pruebas como la ley lo permite, es decir conforme al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en cuanto a substanciar el procedimiento y no al gusto del actor y a su apreciación ya que el código en cita prevé la manera de valorarlas como fue en el caso del ahora acto impugnado y que obra en autos del expediente del Procedimiento de Responsabilidad Patrimonial número **********, en fojas 105-113, de lo contrario no se podría determinar la falta de legitimación y de acción que ya se expuso en el cuerpo da la presente contestación de demanda y aunque fueron objetados por la autoridad señalada como responsable no fue necesario abundar en dicha manifestación puesto que al final prevalece que no acredito con sus pruebas y la respectiva reclamación el nexo causal entre el daño y la actividad administrativa irregular que consiste en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo.
En cuanto a los alegatos fueron considerados como se aprecia en la resolución combatida sin embargo, no demuestra los criterios del artículo 26 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, puesto que los hechos señalados por el actor así como del resultado del informe policial oficial homologado con número **********, indica participación de dos vehículos y no se reporta a ********** con lesiones o golpes o en su caso traslado al hospital; sólo atención de paramédico de la Cruz Roja Mexicana de nombre **********, y que refirió no requerir traslado de urgencia, en la narrativa de los hechos y claramente se indica que en el vehículo donde supuestamente transitaba el C. **********, es decir el ********** circulaba atrás de un vehículo marca **********, quien lo conducía **********, y que observó que caía el poste metálico por los fuertes vientos golpeando su vehículo en la parte frontal y lateral delantera izquierda y no del del ahora actor, que más bien no pudo evitar el impacto por la velocidad en que transitaba por la vialidad que refiere en su reclamación y ahora escrito de demanda de nulidad y provocó la volcadura del vehículo que conducía; por lo que, se demuestra que a quien le provocó el daño fue al vehículo marca **********, siendo el conductor el C. ********** y el promovente del presente juicio de nulidad, quedando precisado que no prueba que su daño patrimonial sea por una actividad administrativa irregular, ya que no se desvirtúa que hayan sucedido los hechos porque consta su participación pero no a lo realmente sucedido y acreditado con las constancias de las autoridades involucradas como lo es la Dirección de Protección Civil, Oficina de Gestión Técnica de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección de Seguridad Pública Municipal/ así como Cruz Roja Mexicana en auxilio de paramédicos y que no se opuso en su alegatos más bien señala que es una prueba de que hubo un accidente y que los hechos sucedieron en fecha y hora señalada al igual que el informe de la Dirección de Protección Civil determina un caso de fuerza mayor como lo establece el artículo 6° De la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y no precisamente una omisión o acción que se derive de una actividad administrativa irregular.
Así, cuando el artículo 133 constitucional alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño al particular con motivo de su actividad administrativa irregular, abandona toda intención de contemplar los daños causados por la actividad regular del Estado, así como cualquier elemento vinculado con el dolo en la actuación del servidor público a fin de centrarse en los actos propios de la administración que son realizados de manera anormal o ilegal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.

Por lo anterior, se exhibe aún más que la promoción del presente medio de impugnación, carece de sustento y eficacia, resultando inatendibles e ineficaces las manifestaciones de la parte actora dentro de su escrito inicial en razón de que en todo momento se ha respetado las garantías individuales a favor del gobernado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los ordenamientos legales que implican la observancia obligatoria de esta autoridad municipal como lo fue la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí y el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo cual de ninguna manera presume la ilegalidad de la resolución que impugna y mucho menos la procedencia y obligación de indemnizar por el daño por parte de la autoridad señalada como responsable.
Es aplicable al caso, la tesis jurisprudencial que enseguida se transcribe:
“”Época: Novena Época Registro digital: 173593 Instancia: CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO Tipo Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Localización: Tomo XXV, Enero de 2007

Materias(s): Común Tesis: I.4o.A. J/48 página 2121 [J]; 9ª. Época; T.C.C.; SJ.F. y su Gaceta; Tomo XXV, Enero de 2007; Pág. 2121

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 43/2006. Juan Silva Rodríguez y otros. 22 de febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza.

Amparo directo 443/2005. Servicios Corporativos Cosmos, S.A. de C.V. 1o. de marzo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Alfredo A. Martínez Jiménez.

Amparo directo 125/2006. Víctor Hugo Reyes Monterrubio. 31 de mayo de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Alfredo A. Martínez Jiménez.

Incidente de suspensión (revisión) 247/2006. María del Rosario Ortiz Becerra. 29 de junio de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo A. Martínez Jiménez, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Alma Flores Rodríguez.

Incidente de suspensión (revisión) 380/2006. Director General Jurídico y de Gobierno en la Delegación Tlalpan. 11 de octubre de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretaria: Indira Martínez Fernández.””

De la trascripción anterior, resulta evidente la necesidad de dictar el sobreseimiento en el presente expediente, al ser inexorable e incontrovertible que al no existir perjuicio contrario a los intereses del demandante, además de considerar como autoridad que ahora represento, que resulta innecesaria la substanciación del presente juicio en sus etapas procesales subsecuentes, pudiendo, con cito, arribar a la conclusión que la impetrante no resiente ninguna lesión a sus intereses jurídicos y por ende, deberá sobreseerse el juicio por esa cuestión.
.…”
De lo transcrito, se desprende que dicha parte, al producir la contestación de demanda pretendió mejorar la motivación de su acto, lo cual no es válido, al encontrarse dicho impedimento contenido en el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que establece lo siguiente:
“ARTÍCULO 244…

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.”

De ahí que, para determinar la validez o nulidad de una resolución o acto administrativo, las Salas del Tribunal deben atender exclusivamente a la fundamentación y motivación externadas en ellos, sin considerar los argumentos planteados en la contestación a la demanda tendientes a modificar o ampliar la fundamentación y motivación dadas en la resolución o acto combatido, pues el fin del proceso administrativo precisamente es combatir actos y resoluciones deficientemente fundados o motivados.
Al efecto es aplicable, la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable bajo el número de registro 917740, 7ª Época, del rubro y texto siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

De igual forma, tienen aplicación por analogía las Tesis: III.1o.A.163 y XXI.2o. J/4, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito, respectivamente, del rubro y texto siguiente:
“RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. AL EMITIR LA DETERMINACIÓN DEL RECURSO DE REVOCACIÓN O AL CONTESTAR LA DEMANDA, LA AUTORIDAD NO PUEDE CAMBIAR LA MOTIVACIÓN DE AQUÉLLA. El artículo 22, primer párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece: "En la contestación de la demanda no podrán cambiarse los fundamentos de derecho de la resolución impugnada.". Ahora bien, no obstante que este precepto sólo alude a "los fundamentos de derecho", ello no debe llevarse al extremo de que no incluya la motivación, dado que ambos requisitos son exigibles para cumplir con los artículos 38, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Asimismo, aun cuando el citado numeral 22 únicamente se refiere a la contestación de la demanda, también es aplicable a la resolución del recurso de revocación, porque no existe disposición que autorice a mejorar la indicada motivación en ese caso, por el contrario, ambos requisitos (fundamentación y motivación), deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, como lo manda la jurisprudencia 206 de la Segunda Sala del Máximo Tribunal de Justicia del País, visible en la página 168 del Tomo VI, Materia Común, Jurisprudencia, Suprema Corte de Justicia de la Nación, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO." PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.”

“ACTO RECLAMADO, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL. No basta que en el documento señalado como acto reclamado, la autoridad hacendaria responsable alegue que citó preceptos relativos a su competencia para que cumpla con el requisito constitucional de fundamentación a su acto, si no que es necesario, además, que dicho documento contenga la expresión del precepto legal aplicable al caso que sirva de apoyo al mandamiento reclamado, cuyo presupuesto normativo revele que la conducta del gobernado encuadra en el mismo y, por ende, que se encuentra obligado al pago de la multa impugnada; igualmente, si de los propios argumentos de inconformidad se advierte que por cuanto hace a la motivación del acto reclamado, la autoridad hacendaria se remite a lo que ya había expuesto como argumento de esa motivación, en diverso oficio en el que también había negado al quejoso la condonación de multa solicitada, ello es insuficiente para que su mandamiento reúna el requisito de motivación del artículo 16 constitucional, toda vez que éste debe constar en el cuerpo mismo del documento constitutivo del acto de molestia y no en diverso. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO PRIMER CIRCUITO.”

De esta manera, es que los agravios en estudio devienen inoperantes, debido a que la autoridad demandada al producir su contestación pretendió mejorar la motivación expuesta en la resolución impugnada de cuatro de octubre de dos mil veintiuno; al señalar que, los daños causados al actor **********, derivaron de un accidente vial, toda vez que el vehículo que fue impactado por el poste metálico era conducido por **********, de marca **********, y que el reclamante al circular a exceso de velocidad no pudo evitar el impacto y eso provocó la volcadura del vehículo que conducía marca **********, placas **********. 

Lo cual refiere, se acreditó con el informe policial homologado ********** y con las constancias de las autoridades involucradas como la Dirección de Protección Civil, Oficina de Gestión Técnica de Hechos de Tránsito Terrestre de la Dirección de Seguridad Pública Municipal y Cruz Roja Mexicana en auxilio de paramédicos; sin embargo, en el cuerpo de la resolución impugnada de cuatro de octubre de dos mil veintiuno no plasmó dichas consideraciones ni hizo referencia a tales documentales.

Por lo que, aun cuando la Sala de Origen omitió pronunciarse al respecto, tal cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable a los intereses del recurrente; toda vez que, acorde con el artículo 244, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, no es válido variar la motivación del acto impugnado en la contestación de demanda. 

En ese tenor, también devienen inoperantes dichos agravios; porque no controvierten las consideraciones al tenor de las cuales la Sala Resolutora declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del procedimiento de responsabilidad patrimonial **********.
En ese sentido, la A quo estableció en la sentencia recurrida que la tercera parte del segundo concepto de impugnación hecho valer por el actor, donde medularmente manifestó que la relación causa-efecto entre la acción administrativa y la lesión patrimonial se encontraba plenamente acreditada, la cual consistía en una omisión a cumplir con lo que le obliga el artículo 8 del Reglamento de Alumbrado Público, el cual dispone que corresponde al Director de Alumbrado Público por sí o por medio del personal a su cargo proporcionar el mantenimiento del alumbrado público, consistente en cambios de lámparas, focos, pintura de postes, cables, cambio de postes de alumbrado en calles, camellones o banquetas y demás que fueren necesarios; resultaba fundado.
Destacó que la diversa autoridad demandada Secretaría General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de emitir el acto impugnado, al respecto manifestó, que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.

En ese orden la Enjuiciadora, precisó que acorde a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, establecen dos reglas sobre la carga de la prueba, el actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. 
Que entonces, la negativa del acto impugnado por parte de la autoridad demandada, se sustentaba en la afirmación de que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre; por lo que, le correspondía la carga de la prueba; sin que haya aportado ninguna probanza que acreditara lo dicho.
Establecido lo anterior, la Segunda Sala Unitaria concluyó que el concepto de impugnación en estudio resultaba fundado; y por ende, declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución de cuatro de octubre del dos mil veintiuno, dictada dentro del expediente **********.

Y, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron afectados, ordenó a la autoridad demandada Secretaría General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que emita una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la cual considere que no ofreció prueba alguna en la que haya demostrado que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre.
Sin embargo, como en su expresión de agravios la autoridad inconforme insistió en que el actor no probó el nexo causal entre los supuestos daños y la actividad administrativa irregular, toda vez que no existió esta última; entonces, tales disertaciones son inoperantes, porque no cuestionan directamente los argumentos en que se apoyó el sentido del fallo; es decir, que la autoridad demandada estableció en el acto que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre; por lo que, le correspondía acreditar tal situación, lo cual no aconteció; además de ser afirmaciones sin sustento legal, que resultan ambiguas e inciertas, ya que refiere consideraciones muy generales sin concretar un argumento lógico jurídico para analizarse.

En efecto, si bien es cierto que no se exige en la formulación de los agravios que guarden un apego estricto a la forma del silogismo, sino que basta con que se exprese con claridad la causa petendi, ello no exime al recurrente de señalar cual es la lesión que le causa el acto apelado y los motivos que la originaron, pues si no lo hace, la resolución que se dicte se tornaría oficiosa, lo que equivaldría a suplir la deficiencia de la queja, que en el caso es improcedente.

Son características de un agravio: precisar cuál es la parte de la sentencia que lo causa; citar el precepto legal violado; demostrar dicha transgresión con razonamientos lógico-jurídicos idóneos y citar  las leyes, doctrinas y jurisprudencias, así como las pruebas necesarias, todo ello en apoyo a los argumentos expuestos.

Esto es, que no basta la mención genérica de un tema que en vía de agravio se haga valer para que este Tribunal de Alzada tenga que realizar un pronunciamiento de fondo; sino era indispensable, como ya se asentó, que el apelante hubiera indicado en forma concreta exponiendo el motivo de la infracción legal que le imputa al A quo, exponiendo fundamentos, razones o argumentos, además de que no combate el fondo del fallo natural, en el sentido de que, debía probar que los hechos se suscitaron a partir de un evento fortuito que fue imposible prevenir o partir de su espontaneidad, atribuible a fenómenos propios de la naturaleza que no pueden ser controlados por el hombre,  como señala el artículo 6°de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí
; limitándose a realizar afirmaciones sin sustento o conclusiones no demostradas, por lo cual no puede considerarse como un verdadero razonamiento.
Los agravios tendientes a combatir una resolución no deben limitarse a señalar los elementos que existen para considerar injustificados los considerandos de la sentencia o establecer cuales preceptos omitió el juzgador, sino refutar debidamente las consideraciones que se vertieron para concluir el sentido de la resolución. El Tribunal de Alzada solo debe pronunciarse respecto de las cuestiones que en vía de agravio le sometan a su decisión; en caso contrario queda en la imposibilidad de modificar los pronunciamientos consentidos o no combatidos por el recurrente Tantum devolutum quantum apellatum, lo que lleva a concluir que al no existir esas condiciones mínimas, estos agravios se deben calificar como inoperantes e insuficientes.

En apoyo a lo anterior, resultan aplicables las tesis jurisprudenciales emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, bajo los rubros y textos siguientes:

 “AGRAVIOS INSUFICIENTES.- Cuando en los agravios aducidos por la recurrente no se precisan argumentos tendientes a demostrar la ilegalidad de la sentencia, ni se atacan los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta el sentido del fallo, se impone confirmarlo en sus términos por la insuficiencia de los propios agravios”.

“AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN.- Cuando no se advierta una violación manifiesta de la ley que deje sin defensa al recurrente y que no amerite, por tanto, la suplencia de la queja a que se refiere el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, los agravios son inoperantes para los efectos de la revisión, si no se expone argumentación alguna para combatir los fundamentos legales y consideraciones en que se sustenta la sentencia del a quo, ya que el artículo 88 del mismo ordenamiento legal le impone la obligación de expresar los agravios que le cause dicha sentencia que, por tal motivo, se impone confirmar en todas sus partes” 

No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, con los agravios expresados.

Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 

“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Así como, la tesis de Jurisprudencia, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Tesis: 2a. LXV/2010, Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 447, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice:

“AGRAVIOS INOPERANTES EN APELACIÓN. DEBEN ESTIMARSE ASÍ CUANDO LA SENTENCIA RECURRIDA SE SUSTENTA EN DIVERSAS CONSIDERACIONES Y NO SE CONTROVIERTEN TODAS. Si en la sentencia recurrida el tribunal de primera instancia expone diversas consideraciones para sustentarla y en el recurso de apelación no se combaten todas, los agravios deben declararse inoperantes, toda vez que aun los que controviertan se estimaran fundados, ello no bastaría para revocar la resolución impugnada debido a la deficiencia en el ataque de todos sus fundamentos, los que quedarían firmes rigiendo el sentido de la resolución cuestionada.

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021/2.

Habilitación de notificación de sentencia.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2021/2, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución. 

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora **********y por oficio a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





�Foja 19-22 del Toca.





�Fojas 32-33 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Foja 18 del toca.





�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


�Fojas 254-301 del Juicio de origen.


� “Artículo 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos, como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.


Se considerará actividad administrativa irregular aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares, que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación, para legitimar el daño de que se trate.





Artículo 3º. Las disposiciones de ésta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del estado que desarrollan los poderes del estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.


� Fojas 30 y 31 del expediente de origen.





� Fojas 62 y 63 del juicio de origen.





� Fojas 63-65 del juicio de origen.





� Foja 253 del juicio de origen.


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 





� Fojas 81-90 de los autos del juicio de origen.


� Registro digital: 917740 Instancia: Segunda Sala Séptima Época Materias(s): Común Tesis: 206 Fuente: Apéndice 2000. Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, página 168 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 163020 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: A Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Enero de 2011, página 3258 Tipo: Aislada


� Registro digital: 212133 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Octava Época Materias(s): Común Tesis: XXI.2o. J/4 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 78, Junio de 1994, página 83 Tipo: Jurisprudencia


� “ARTÍCULO 6º. Se exceptúan de la obligación de indemnizar los daños ocasionados por fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable. …”


� Séptima Época: Registro: 239187: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación: Volumen 12, Tercera Parte : Materia(s): Común: Tesis:  Página: 70. 





� Época: Novena Época: Registro: 191376: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XII, Agosto de 2000: Materia(s): Común: Tesis: VI.2o.C. J/191: Página: 1034 





�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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